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Hora: 

Se ocupa la Sala de desatar el recurso de apelación interpuesto en subsidio del de reposición, por el interno NELSON EDUARDO PAREJA PÉREZ, contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira por medio del cual le negó el descuento de la décima (1/10) parte de la pena impuesta, contemplado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005.

1.- PROVIDENCIA 

Para el señor Juez de instancia no se satisfacían en su totalidad los requisitos exigidos por la citada ley para acceder a la disminución punitiva allí contemplada. En particular, se echaba de menos lo referente con la cooperación con la justicia dado que durante el trámite de la investigación argumentó circunstancias excluyentes de responsabilidad con lo cual, las distintas autoridades que conocieron el proceso tuvieron que ejecutar varias diligencias con el fin de buscar la verdad de los hechos.

Una vez interpuesto el recurso horizontal de reposición, el citado funcionario reafirmó su posición mediante la reseña de los actuaciones judiciales surtidas dentro del proceso adelantado en contra del señor PAREJA PÉREZ, de quien se dijo que desde el principio evadió su responsabilidad, por lo que las distintas autoridades que conocieron el proceso se dieron a la tarea de hacer una investigación mucho más profunda.

En esas condiciones, tales argumentos inhibían al despacho para reponer la providencia recurrida, dado que no se reunían a favor del reo en forma integral todos los presupuestos contemplados en la ley para acceder al beneficio de rebaja de pena solicitado.

2.- RECURSO 

Frente a los argumentos presentados por el Juzgado referidos con la ausencia de colaboración con la justicia, el recurrente señala que sí se acogió a la figura de la sentencia anticipada tal como obra en el proceso. Por demás, aduce cumplir con el resto de los requisitos exigidos, ya que las calificaciones de conducta demuestran su excelente comportamiento en el penal; expresó su compromiso de no repetir actos delictivos sobre lo cual dice que firmó acta en ese sentido ante el Director y la Asesora Jurídica del establecimiento carcelario; y, en la sentencia proferida en su contra, no se le condenó al pago de perjuicios, por lo que no podía resarcir algo a lo cual no estaba obligado, porque de ser así, sería pagar lo no debido. 

Solicitó la revocatoria de la decisión apelada, para que en su lugar, se concediera la rebaja punitiva pedida, dado que en su concepto, reunía las exigencias contempladas para acceder a tal beneficio. 

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Por tener competencia para decidir, por los factores territorial y  funcional, procede la Sala a pronunciarse sobre el recurso subsidiario de apelación oportunamente interpuesto por el sentenciado.
No hay discrepancia en cuanto a los restantes requisitos exigidos en la Ley 975 de 2005 para acceder a la rebaja de pena contemplada en su artículo 70. El debate, se presenta solamente sobre el aspecto de la colaboración de la justicia. Al respecto, la tesis del juzgado es que por darse el trámite normal contemplado para la investigación y el juicio, en particular, no haberse acogido a la sentencia anticipada, no se satisface tal requisito, dado que en efecto, en el presente caso, se dio un desgaste del aparato judicial.

Por su parte, el sentenciado afirma que reúne todos los requisitos y en especial, sobre la cooperación con la justicia, afirma que sí se acogió a la figura de la sentencia anticipada.

Un análisis de la actuación surtida, señala sin lugar a dudas que la sentencia proferida por parte del Juzgado Quinto Penal del Circuito y que más tarde fue confirmada por esta Sala con ponencia de quien igual labor ahora desempeña, fue una sentencia ordinaria, donde nunca se presentó la aceptación de cargos con fines de sometimiento a una sentencia anticipada. Es más, el arribo del expediente a esta instancia en aquella ocasión, se debió a la postura defensiva que buscaba el reconocimiento de un estado de ira e intenso dolor que a la postré no prosperó y generó la confirmación del fallo en los términos en que se hizo en la primera instancia.

Significa lo anterior, que contrario a lo manifestado por el recurrente, el expediente refleja una sentencia proferida con fundamento en el acervo probatorio allegado a la foliatura y de manera alguna, por el acogimiento a la sentencia anticipada.

Si bien es cierto, el debate se ha centrado sobre la figura de la sentencia anticipada, no lo es menos que la misma ley y las orientaciones jurisprudenciales existentes, tienen buen cuidado de no exigir como presupuesto para la concesión del beneficio invocado, la aceptación de cargos o la existencia de confesión. Al punto, se ha dicho:

5. Por “cooperación con la justicia”, como presupuesto para acceder a la rebaja, debe entenderse la colaboración, la ayuda, la contribución, el apoyo, la asistencia que el procesado haya prestado a los fiscales y jueces a cargo de la investigación adelantada en su contra, aunque no se descarta la posibilidad de que se pueda conceder el mismo alcance a otra que, debidamente probada, haya brindado en asuntos diversos.

La cooperación exigida no puede significar que, en contra del derecho fundamental previsto en el artículo 33 de la Constitución Política de Colombia, se imponga el deber de confesar, porque la garantía de la no autoincriminación es fundamental, circunstancia dentro de la cual no puede cargarse en contra de quien es sindicado de la comisión de una conducta punible que no admita su responsabilidad.

Por demás, a estas alturas el panorama jurídico atinente con el asunto en discusión, aparece más decantado. Se dice así, porque a fines del año inmediatamente anterior, el Gobierno Nacional en ejercicio de las facultades conferidas en el artículo 189.11
 de la Constitución y la propia Ley 975 de 2005, expidió el decreto 4760 (Diciembre 30 de 2005), por medio del cual se reglamentó parcialmente la susodicha ley. Tal normativa, en su artículo 27, hace referencia concreta a la rebaja de penas contemplada en el artículo 70 de la ley reglamentada y en cuanto al tema que ahora nos ocupa en su numeral 4º precisó lo relacionado con la colaboración con la justicia de la siguiente manera:

4. Por cooperación con la justicia, como presupuesto para acceder a la rebaja, debe entenderse la colaboración, ayuda, contribución, apoyo o asistencia que el procesado haya prestado a los fiscales y jueces a cargo de la investigación adelantada en su contra, y cualquier otra que, debidamente probada, haya brindado en asuntos diversos.
En todo caso, la cooperación no implica que el beneficiario se haya acogido previamente a sentencia anticipada o a los beneficios por colaboración con la justicia. (Negrillas de la Sala para destacar)
Así las cosas, es necesario verificar si en efecto, se presentó una colaboración con la justicia en los términos contemplados en las normas pertinentes. En ese cometido se tiene que desde el mismo momento en que rindió su indagatoria el señor NELSON EDUARDO PAREJA PÉREZ evitó el señalamiento de otras personas en la comisión del homicidio investigado y relató lo acontecido, eso sí, buscando del reconocimiento de la diminuente relacionada con la ira. Tal argumento fue factor capitalizado en las sentencias de primera y segunda instancias, donde se tuvo en cuenta que el procesado nunca negó su participación en la muerte del señor JUAN CARLOS ROMÁN CORTÉS.

Por manera que considera la Sala que en efecto, hubo una posición de colaboración con el sistema judicial, habida cuenta de haberse conocido desde los albores de la investigación quien era el sujeto activo que causó el resultado muerte objeto de la acción penal del Estado. En ese orden de ideas, se tiene que en efecto se cumplen los requisitos exigidos mancomunadamente por la Ley 975 de 2005 y el Decreto 4760 del 30 de diciembre de 2005.

En consecuencia, se hace necesario conceder la rebaja de pena contemplada en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, para lo cual se procederá así: mediante el fallo proferido el diecinueve (19) de enero de dos mil cuatro (2004) por parte del señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, al sentenciado se le impuso pena de prisión del orden de ciento sesenta y dos (162) meses de prisión. Para efectos de hacer más simples las operaciones, se convierte tal lapso a días, lo cual nos arroja 4.860. Se tiene entonces que el descuento corresponde a 486 días (décima parte), que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 481 de la Ley 600 de 2000, será tenido en cuenta como parte de la pena cumplida y por consiguiente, lo pertinente otorgar una redención de pena equivalente a un (1) año, cuatro (4) meses y seis (6) días, tanto en la sanción aflictiva de la libertad, como en la accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, 

RESUELVE

Primero: REVOCAR la providencia impugnada, proferida por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de esta ciudad.

Segundo: CONCEDER al señor NELSON EDUARDO PAREJA PÉREZ la rebaja de penas prevista en el artículo 70 de la Ley 975 del 2005. En consecuencia, para todos los efectos legales se tendrá como parte cumplida de la sanción que le fuera impuesta en el fallo condenatorio, un (1) año, cuatro (4) meses y seis (6) días de prisión, y de interdicción de derechos y funciones públicas. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                     
         VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� C.S. J Sala de Casación Penal. Auto de 2ª Instancia del 18-10-2005. Rad. 24.196. M.P. Marina Pulido de Barón.


� ARTICULO 189. Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa:. 11. Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes. 
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